Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 14 y 25 minutos) 


En el día de hoy tenemos tres aspectos a tratar: la elección de las leyes para su seguimiento, 
las modificaciones al Plan de Adquisiciones y la definición de integrantes de la Subcomisión Asesora en 
Materia de Adjudicaciones. Cabe destacar que ha sido muy importante la recopilación de normas 
realizada por Secretaría. 


El señor Legislador Solari pide la palabra para comentar algunos criterios que nos pueden 
ayudar a orientar la elección de los proyectos, que sin duda es difícil, porque la mayoría de las normas 
seleccionadas, o mejor dicho recopiladas, reúne criterios que tienen que ver con lo que este acuerdo 
con el Banco Mundial sugiere. 


SEÑOR SOLARI.- Concuerdo plenamente con lo expresado en el sentido de que la labor realizada por 
parte de la Secretaría y del grupo que trabaja en este proyecto ha sido sumamente útil. 


Voy a hacer dos propuestas. En primer lugar, voy a sugerir algunos criterios que sirvan para 
seleccionar las dos o tres leyes cuya aplicabilidad sea objeto de este estudio y, en segundo término, un 
procedimiento que facilite su resolución. 


Teniendo en cuenta el objeto del proyecto, que consiste en tratar de establecer un 
mecanismo que facilite la accesibilidad de la población beneficiada o protegida por una iniciativa, el 
conocimiento de esas normas y su aplicabilidad, voy a proponer los cuatro criterios siguientes, que son 
muy sencillos. En primer lugar, sugiero que el colectivo beneficiado o protegido sea lo más amplio 
posible, es decir que se le dé prioridad a una ley que proteja, por ejemplo, a todos los trabajadores 
rurales, que son varios cientos de miles, ante una ley que contemple, por ejemplo, el cambio de sexo 
registral, que protegerá a unos pocos miles de personas. Quiere decir que cuanto más amplio sea el 
colectivo, mejor. 


En segundo término, creo que sería conveniente que la norma seleccionada cubra un 
derecho o un beneficio nuevo en la sociedad; o sea, que tenga preferencia la incorporación de un 
beneficio nuevo -como, por ejemplo, el no uso de violencia como mecanismo de disciplina familiar- 
frente a un derecho preexistente que, por lo tanto, puede ser conocido mayormente por parte de la 
población. 


En tercer lugar, propongo que la materia normatizada sea lo suficientemente específica como 
para ser evaluable. Hay leyes, como la de la unión concubinaria, que crean una gran cantidad de 
derechos y que para hacerlas más específicas y evaluables quizás se deberían tomar una o dos de sus 
disposiciones; en cambio, hay otras leyes que son absolutamente específicas, como la de la 
obligatoriedad de la educación inicial desde los cuatro años de edad. Quiere decir que la norma debe 
ser lo suficientemente específica como para que sea evaluable. 


El cuarto criterio es que los derechos o beneficios que se creen sean para los ciudadanos, 
más que para los organismos del Estado, ya que para controlar a estos últimos tenemos mecanismos 
como el pedido de informes, el llamado a Sala de los responsables, entre otros. Considero que los 
derechos y beneficios creados para la ciudadanía en general concuerdan más con el proyecto de ley. 


En síntesis, estos son los criterios que propongo: la universalidad del beneficio, que se trate 
de un tema relativamente novedoso, que la materia normatizada sea evaluable y que cree derechos 
para la ciudadanía y no tantas obligaciones para los organismos del Estado propiamente dichos. 


En cuanto a la metodología de procedimiento, sugiero que cuando tengamos número para 
adoptar resolución, primero nos pongamos de acuerdo con respecto a los criterios a seguir y luego 
dejemos el tema en manos de la Presidenta y del grupo de trabajo para que, a su vez, acuerden con el 


Banco Mundial cuáles serían -dentro de esos criterios- las tres leyes que se van a incorporar para ser 
estudiadas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR YANES.- Antes que nada pido disculpas por la tardanza, pero estábamos trabajando en una 
Comisión en la que contábamos con la presencia de un Ministro y no podíamos dejar sin quórum la 
sesión. 


Si bien reconozco como válidos los criterios aportados por el Legislador Solari, el ejemplo 
que voy a dar -precisamente porque en los últimos cinco años he trabajado en esa temática y me 
golpeó mucho- no cumple con algunos de los requisitos planteados. No es universal, ya que no 
comprende a muchas personas; no se trata del Estado sino de individuos, específicamente de las 
personas con discapacidad. No estoy pensando en talleres dispuestos para personas que quizás no 
pueden levantarse de una silla de ruedas pero que, sin embargo, pueden trabajar con un torno; estoy 
hablando de enfermedades y situaciones que son nuevas en el momento del diagnóstico, como es el 
caso del autismo. En el Período pasado, en la Comisión Especial de Población y Desarrollo Social de 
la Cámara de Representantes estudiamos el tema de las subvenciones y las donaciones y pudimos 
comprobar que muchas veces se beneficia quien tiene el padrino más fuerte. Asimismo pudimos ver 
que el Estado no cumple con su obligación frente a los niños con síndrome de down, autistas, o que 
padecen otras enfermedades que son nuevas en el mundo. Antes, todos los casos se diagnosticaban 
como autismo, pero hoy se conocen distintas modalidades. 


Lamentablemente olvidé traer un trabajo sobre leyes relativas a este tema. 


Creo que cuando hay muchas personas involucradas en un asunto logran generar 
mecanismos de defensa y cierto marketing. Personalmente, me preocupa el tema de la discriminación 
en todos los ámbitos y pienso que deberíamos tener un instituto de la discriminación, como sucede en 
otros países. Hoy por hoy, una familia que tiene un niño con estas características -que luego crece 
y deja de ser niño- pasa grandes penurias por los gastos que debe enfrentar, tanto en locomoción 
como en medicamentos, atención, educación, etcétera. Estas personas no tienen tiempo para hacer 
lobby, ni para cortar una ruta. Nos han informado que asociaciones down de Young recibieron ayuda de 
la Asociación Down de Salto, y como no tenía personería jurídica tuvo que intervenir el Parlamento. 


Hay diversos trastornos generalizados de conducta, pero esto no es lo mismo que el autismo. 
No soy médico ni enfermero y tampoco tuve personas cerca de mi familia con discapacidades, pero he 
conocido personas que están en esta situación. Soy de las generaciones que cuando niños 
cruzábamos la calle para ir a la panadería porque había un niño con síndrome de down o con parálisis 
cerebral sentado en la puerta; cruzábamos para no pasar cerca, porque teníamos miedo. Desde que yo 
era niño hasta hoy, esta sociedad ha cambiado muy poco: seguimos ocultando a la persona que se 
babea. Cuando nos enteramos del dinero que se destina a la Escuela Horizonte, nos escandalizamos, 
y cuando vemos que nadie se hace cargo de las cosas que pasan allí dentro, nos sentimos impotentes. 
Entonces, reconozco los criterios planteados por el señor Legislador, pero en este caso creo que los 
números son pocos. 


Por otra parte, está el tema de los enanos -que tanta risa han generado en este Parlamento- 
que sufren distintas enfermedades, las que les generan diversas consecuencias en su vida. En el país 
hay 250 personas afectadas de enanismo, es decir que no son muchos, pero por ese motivo no tienen 
mecanismos de presión. 


Entonces, solicito que se tenga presente a los discapacitados y a sus familias. Hay que tener 
en cuenta que las leyes que en algún momento generaron derechos ya no alcanzan. Es cierto que el 
BPS les otorga una pensión, pero para llegar a ella tienen que hacer muchos trámites y, cuando lo 
logran, el dinero que reciben no alcanza ni para cubrir la mitad de los gastos que tiene una persona con 
discapacidad. Creo es importante tener presente a la niñez y la discapacidad en todos sus términos. 


Hay quienes tienen la suerte, incluso con una discapacidad, de llegar a competir 
internacionalmente; me refiero a los que vemos en los noticieros, que sensibilizan y hasta cuentan con 
un 0900, a partir del cual la gente aporta. Nosotros estamos hablando del discapacitado silencioso. 
Sinceramente, cuando escucho que esta gente dice: “¡Suerte que mi hijo vivió!”, pienso: esclavos como 
están de esa enfermedad, ¡cómo todavía le agradecen a la vida lo que les pasó! 


Por esta razón, propongo que las leyes que tengan que ver con la discapacidad, aprobadas 
desde la creación del Ministerio de Desarrollo Social -que es lo más reciente- sean revisadas y se 
monitoreen para ver si estamos en la línea correcta o hay que seguir trabajando sobre el tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Teníamos que informar que la ley que atiende el tema de la discapacidad no 
está reglamentada. No sé si los señores Legisladores recordarán que en otra instancia de esta misma 
Comisión se planteó que la ley que existía pasó diecisiete años sin ser reglamentada, pero la que se 
elaboró en el Período legislativo pasado tampoco lo está. Entonces, se plantea lo que anteriormente 
señaló el señor Legislador Solari en cuanto a que sobre lo institucional tenemos otros mecanismos. 
Acá se nos plantea efectivamente que no ha habido una respuesta adecuada de los organismos del 
Estado y, a nuestro juicio, lo que deberíamos hacer es indagar en la Comisión de Población, Desarrollo 
e Inclusión del Senado -que muchos de nosotros integramos- para ver si se está elaborando esa 
reglamentación. No sé si el Legislador Yanes ha pensado en alguna otra ley, además de la que 
mencionó, que pudiera ser utilizada, pero insisto en que las normas que contienen el marco general 
sobre la discapacidad no están reglamentadas. 


SEÑOR YANES.- Tenemos que analizar y monitorear leyes que sean referentes de un tema, pero si 
estas dos leyes no están reglamentadas, ¿hay que concluir que no existe ninguna norma en el 
Uruguay sobre discapacidad? Creo que sí las hay y son las que deben ser monitoreadas. Coincido con 
la señora Presidenta en que si hay una norma que no está reglamentada, la primera deuda que 
tenemos es reglamentarla, y para ello transitaremos el camino que corresponda. Pero insisto en que en 
nuestro país existen leyes por las cuales se posibilita que, por ejemplo, el Banco de Previsión Social 
genere o no una partida mensual. A mi juicio, debemos revisar las leyes que estén vigentes. 


No quiero enfrentar derecho contra derecho, porque todos son importantes, pero de la lista 
que tenemos veo manifestaciones, gente y organizaciones internacionales con mucho dinero que 
respaldan estos derechos. Obviamente no soy el dueño de la verdad y la mía es sólo una propuesta de 
las tantas que habrá. Reitero que no hablo de monitorear leyes que no existen -las que menciona la 
señora Presidenta claramente no existen- pero de esta manera va a quedar al desnudo la falencia del 
Gobierno al no reglamentar la ley. Asimismo, quedará al descubierto el hecho de que la comunidad y el 
país miran para otro lado cuando se trata de ciudadanos con algún tipo de discapacidad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De los criterios que planteó el señor Legislador Solari, el controversial sería 
el número de población beneficiaria, porque -y en esto parecería que todos estamos de acuerdo- lo 
planteado por el Legislador Yanes es un tema muy complejo. Además, me parece que un trabajo de 
esta naturaleza también podría ayudar a hacer más visibles los déficits que tenemos. 


Informo que el señor Legislador Solari había propuesto realizar un listado acotando las leyes 
que se tendrían que considerar, de modo que reunieran la mayor cantidad de criterios definidos. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de que después optamos o no por la ley relativa a los 
discapacitados, me parece que se podría enviar a los Ministerios correspondientes la versión 
taquigráfica que recoge las palabras del señor Legislador Yanes en el sentido de que no está 
reglamentada la ley. 


En segundo lugar, debemos tener en cuenta que existen muchas leyes a este respecto, por 
lo que deberíamos ir disminuyendo la cantidad, descartando normas para reducir el universo. 
Naturalmente, después habrá que ver si esas leyes están reglamentadas o no, pero por ahora 
deberíamos ir descartando normas hasta que queden seis o siete. Luego tendríamos que discutir más 
profundamente sobre los criterios, con “cabeza abierta”, porque se tienen que monitorear tres leyes. 


SEÑOR SOLARI.- Algunos de los señores Legisladores no estaban cuando hablé sobre los criterios e 
hice la propuesta metodológica, no obstante quiero recalcar que los criterios son bien sencillos. El 
primero de ellos es que cuanto más amplio sea el colectivo de ciudadanos protegidos o beneficiados, 
mayor prioridad tendrá esa ley para ser evaluada y mejorar su aplicabilidad; el segundo es que se trate 
de un tema relativamente novedoso, lo que tiene que ver con cubrir derechos de “última generación” - 
por decirlo así-; el tercero, refiere a que la materia normatizada sea evaluable y, por lo tanto, lo 
suficientemente específica; por último, el cuarto criterio se relaciona con la importancia de que la 
información llegue a los ciudadanos para que estos puedan activar su mecanismo de protección, más 
que analizar leyes que crean una obligación específica a un organismo del Estado, porque el 
Parlamento tiene otros mecanismos para controlar eso. 


Estos serían, en definitiva, los cuatro criterios, pero tan importante como ellos -y podemos 
disentir y conversar con el Legislador Yanes en relación al primer criterio- me parece que es la 
propuesta metodológica. Es decir que creo que lo mejor es que nos pongamos de acuerdo en los 
criterios y luego confiemos en que la señora Presidenta de la Comisión, junto con el equipo de trabajo, 
acuerden las leyes específicas con el equipo del Banco Mundial. De lo contrario, me parece que vamos 
a seguir un procedimiento sumamente largo y engorroso. 


De cualquier manera y siguiendo la línea de lo manifestado por el señor Legislador Michelini, 
quiero decir que con mucho gusto compartiré con el resto de la Comisión las leyes del listado que 
preparó la Secretaría que, en mi opinión, cumplen con esos cuatro criterios. Ellas son: la última del 
primer grupo, “Derecho Procesal y Penal”, es decir, la Ley N* 18.561, relativa al acoso sexual; la Ley N* 
17.514, sobre violencia doméstica; las dos leyes que están vinculadas a los deudores alimentarios -la 
Ley N* 17.957, “Registro de deudores alimentarios”, y la Ley N* 18.244, “Registro de deudores 
alimentarios morosos”-; la Ley N* 18.154, que tiene que ver con la obligatoriedad de la educación inicial 
desde los cuatro años; la Ley N* 18.214, relativa a la prohibición del castigo físico y humillante contra 
los niños y algunos aspectos específicos de la Ley N* 18.246, de unión concubinaria, ya que tiene 
varias disposiciones. 


Por su parte, me parece que la aplicabilidad de la Ley N* 18.590, que modifica el Código de la 
Niñez y Adolescencia en cuanto al régimen de adopciones, es para un universo muy restringido, de 
manera que, desde mi punto de vista, no cumpliría con el primero de los criterios o, por lo menos, no 
tendría tanta prioridad. En definitiva, de las leyes del grupo “Familia” incluiría prácticamente todas, 
excepto la última porque, como dije, creo que tiene un universo de aplicabilidad muy específico. 


De las leyes del grupo “Derechos Laborales”, creo que podríamos tener en cuenta la Ley N* 
13.245, junto con la Ley N* 18.441, ya que tienen la misma temática. Me gustaría mencionar que una 
de ellas es muy antigua, mientras la otra es una actualización, de manera que perfectamente 
podríamos ponerlas juntas. 


Asimismo, sería importante tener en cuenta la Ley N* 18.345, de licencia paternal para los 
trabajadores privados, porque se trata de un colectivo importante y de un derecho novedoso. Por 
último, estaría la Ley N* 18.561, de acoso sexual, que ya había sido mencionada. 


En cuanto al siguiente grupo, “Seguridad Social”, me parece que las leyes que cumplen con 
los criterios que he mencionado son las siguientes: la N* 18.227, sobre Asignaciones Familiares - 
porque cambió el régimen de una manera muy importante-; la N* 18.246, de unión concubinaria - 
siempre y cuando seleccionemos algunos derechos específicos creados por ella-; y la N* 18.395, de 
flexibilización jubilatoria. 


En el último grupo, “Protección de Derechos”, me parece muy interesante a los efectos de ser 
evaluada, la Ley N* 18.381, que crea el derecho a acceder a la información por parte del Estado. 


No tanto por la vía del descarte sino por la de la inclusión, estas serían las leyes que, en 
principio, concordarían con los criterios que propuse. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En lo personal, comparto esta selección; de todas formas, creo que no es 
óbice para tener una segunda instancia en donde podamos relevar lo planteado por el señor Legislador 
Yanes, y ver si algunos de los beneficios podrían monitorearse. 


Efectivamente, son muy compartibles los criterios iniciales, pero también hay un aspecto de 
reconocimiento de derechos en poblaciones muy seleccionadas y lo que tenemos que hacer -lo decía 
momentos antes de que llegaran algunos integrantes de la Comisión- es intentar lograr el mejor trabajo 
en esta tarea, a fin de ser los posibles destinatarios, por segunda vez -después de los 36 meses que 
nos ha llevado esta tarea- de otra donación que permita llevar adelante esta importante labor, que tanto 
reditúa. 


Si los señores Legisladores están de acuerdo con esta selección inicial para comenzar a 
trabajar, pediría que me acompañe en esta tarea el Vicepresidente de la Comisión, señor Legislador 
Arocena, para, en consulta con el señor Legislador Yanes, ver si hay posibilidades de elegir alguna otra 
norma. Dado que los tiempos parlamentarios están sumamente complicados, habría que lograr una 
mecánica tal que nos permitiera ponernos de acuerdo, tal vez en una instancia o reunión ficta. Por 
supuesto que estaríamos informando a la Comisión de los pasos que se fueran dando. 


Quiero aclarar que en el día de hoy también debemos definir los integrantes de la 
Subcomisión Asesora en Materia de Adjudicaciones, para lo cual me voy a permitir proponer a los 
señores Legisladores Asti, Solari y Arocena, y me faltaría el integrante del Partido Independiente para 
que haya uno por cada una de las colectividades políticas que integran la Comisión. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de que podamos agregar normas a la lista para ver si 
reúnen las condiciones propuestas por el señor Legislador Yanes, quisiera saber si sería posible 
reducirla un poco más, para que el próximo lunes la señora Presidenta realice las consultas 
pertinentes. 


Me gustaría que de las normas de “Familia” quedara la relativa a violencia doméstica o las que 
tienen que ver con los deudores alimentarios. Por supuesto que todas son importantes, pero debemos 
seleccionar, por lo que dejaríamos el análisis al señor Legislador Yanes, para ver si esas leyes reúnen 
las condiciones. En lo que refiere a “Derechos Laborales”, dejarían las leyes vinculadas al Trabajador 
Rural -que son dos- y la de licencia paternal, porque creo que tienen grandes núcleos; no sé si con la 
de acoso sexual sucede lo mismo. Quiere decir que dejaría estas tres, más las dos de familia -o sea, 
las estaríamos llevando a cinco- y agregaría la de asignaciones familiares, porque me parece 
relevante. 


En definitiva, lo reduciría a seis posibles leyes para que, de aquí al próximo lunes, la señora 
Presidenta pueda realizar las consultas pertinentes y nos acerque una propuesta de cuatro leyes. 


Reitero que de lo planteado por el Legislador Yanes me inclino por dos temáticas de “Familia”: 
la de registro de deudores alimentarios -que comprende dos leyes- y la de violencia doméstica; y en lo 
relativo a “Derechos Laborales”, por la del trabajador rural y la de licencia paternal -con esta se 
completan cinco-; y, en sexto lugar, estaría la ley relativa a asignaciones familiares. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Seguramente, la propuesta del señor Legislador Yanes quedará incluida 
dentro del capítulo de Seguridad Social, por lo cual quedarían dos leyes en los tres casos. 


SEÑOR MICHELINI.- Tal como acordamos, la señora Presidenta va a realizar las consultas pertinentes 
y también nosotros hablaremos con nuestras bancadas para ver si podemos reducir a cuatro las 
posibles leyes, dejando las restantes en carpeta para el futuro. 


SEÑOR AROCENA.- Nos interesaría incluir la Ley N* 18.039, que establece el procedimiento de oficio 
ante determinados delitos sexuales, en algunos de estos puntos, para que se consulte al señor 
Legislador Mañana. Todos los Legisladores tenemos contacto con la población, pero quienes venimos 
de campaña conocemos más cotidianamente a la gente y nos afecta aún más. 


SEÑOR SOLARI.- Quisiera explicar claramente a los miembros de la Comisión -y en particular al señor 
Legislador Arocena- por qué para mí no es tan prioritaria la aplicación de esta ley, habida cuenta del 
objetivo que tiene el proyecto del que estamos hablando. 


Este es un proyecto cuyos tres objetivos están establecidos en el artículo 2% del Acuerdo. Uno 
de ellos es mejorar el acceso de la sociedad al sistema legal y de esa forma contribuir a disminuir la 
brecha de inequidad mediante un mejor análisis de la dimensión social de las leyes, contando con 
pautas y herramientas para monitorear la implementación a la sociedad. El segundo objetivo es el 
fortalecimiento de la capacidad institucional para establecer y aplicar eficazmente las normas y 
reglamentos que afectan a los grupos objetivo, o sea, a los colectivos. Y, en tercer lugar, se busca 
mejorar la capacidad para aumentar el conocimiento de los grupos objetivo de las normas 
seleccionadas. 


Más allá de que concuerdo plenamente con la importancia que tiene la Ley N* 18.039, desde 
el punto de vista social, su objetivo principal es establecer un procedimiento de oficio, es decir que es 
una ley que marca pautas al Poder Judicial, que es el que debe aplicarla. En este caso los beneficiarios 
potenciales, que son las víctimas de delitos sexuales -particularmente niños, niñas y adolescentes- son 
mucho más difíciles de identificar y, por lo tanto, es bastante más complicado incluirla dentro del 
objetivo del proyecto. Por eso, en principio no me parece que tenga la misma prioridad que tienen 
algunas de las otras leyes que hemos mencionado, pero no me opongo a que se incluya. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aunque nos quede algún punto pendiente, exhorto a que votemos el núcleo 
inicial, a los tres compañeros para el Plan de Adquisiciones, y a que definamos los integrantes de la 
Subcomisión, porque de lo contrario nos vamos a quedar sin número. 


SEÑOR MICHELINI.- Brevemente, quiero dar un argumento sobre la inclusión de la Ley N* 18.039, 
cuya temática es muy importante. 


Si se tratara de una ley que estableciera procedimientos de atención y amparo a las víctimas, 
no tendría dudas. Pero en este caso la ley refiere a un procedimiento de oficio, y como lo que vamos a 
estudiar son los efectos de la ley, sólo podríamos analizar si los Jueces y los Fiscales aplicaron bien el 
procedimiento. De manera que me parece que hay poca materia, lo que no implica que sea una 
temática menor. Insisto en que la situación sería distinta si la ley estuviera vinculada a la protección de 
las víctimas; pero en este caso se supone que los Jueces aplican bien el procedimiento, y me llevaría 
una sorpresa si no fuera así. 


El señor Legislador Solari aplicó una serie de criterios y determinó algunas temáticas. Por mi 
parte, traté de reducir las leyes -dentro de esos criterios- aunque tendría otras para incorporar, pero me 
basé en esos criterios. De cualquier manera, con respecto a si son seis o siete, la señora Presidenta 
puede hacer una ronda de consultas y, de aquí al próximo lunes, tomar una determinación. 


SEÑOR AROCENA.- Agradezco al señor Legislador Solari que me recuerde los postulados, más allá 
de que también los había leído, pero la razón por la que me interesaba sobremanera incluir esta ley - 
por más que concuerdo con lo que dicen los señores Legisladores- es que normalmente en nuestras 
sociedades los delitos sexuales contra niños y niñas quedan en la nebulosa y no siempre se les da la 
debida atención; por lo menos, es lo que puedo ver en mi departamento. Me parecía que esta era una 
forma de mantener cierta atención, justamente sobre los Jueces, para ver si están haciendo bien su 
trabajo. En ese entendido, mantengo mi posición. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Propongo que tomemos el núcleo original que seleccionó el señor Legislador 
Michelini en base a la propuesta del señor Legislador Solari y que recojamos las propuestas de los 
señores Legisladores Arocena y Yanes para estudiarlas, y a partir de allí adoptar las últimas 
definiciones en consulta con todos los integrantes de la Comisión. 


A su vez, sugiero que ratifiquemos a los tres integrantes de la Subcomisión, que realizaría una 
lectura previa para hacer más ágil la información, junto al equipo asesor de esta Comisión cuando se lo 
requiera. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 14 y 4 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


